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GLOSARIO: 

 

Ius puniendi: Es una expresión latina utilizada para referirse a la facultad 

sancionadora del Estado. Se traduce literalmente como derecho a penar o derecho 

a sancionar. La expresión se utiliza siempre en referencia al Estado frente a los 

ciudadanos. 

 

Ultima ratio: es una expresión latina que se refiere a aquellos procesos o 

dictámenes que constituyen el fin de una vía de recursos o son inapelables. 

También tiene el sentido de recurso extraordinario que debe usarse cuando no sea 

posible lograr la efectividad requerida por otros menos lesivos, como en el principio 

de subsidiariedad penal o de Ultima ratio pena. 

 

Ius positivismo: El ius positivismo o positivismo jurídico es una corriente de 

pensamiento jurídico, cuya principal tesis es la separación conceptual 

de moral y derecho, lo que supone un rechazo a una vinculación lógica o necesaria 

entre ambos. A la vez, el ius positivismo define las instituciones jurídicas como un 

tipo particular de instituciones sociales. 

 

Facilitador: El profesional certificado del Órgano cuya función es facilitar la 

participación de los Intervinientes en los Mecanismos Alternativos. 

 

Justicia cívica: Es el conjunto de procedimientos e instrumentos de Buen Gobierno 

orientados a fomentar la Cultura de la Legalidad y a dar solución de forma pronta, 

transparente y expedita a conflictos comunitarios en la convivencia cotidiana en una 

sociedad democrática. 

https://es.wikipedia.org/w/index.php?title=Principio_de_subsidiariedad_penal&action=edit&redlink=1
https://es.wikipedia.org/w/index.php?title=Principio_de_subsidiariedad_penal&action=edit&redlink=1
https://es.wikipedia.org/wiki/Corriente_de_pensamiento
https://es.wikipedia.org/wiki/Corriente_de_pensamiento
https://es.wikipedia.org/wiki/Moral
https://es.wikipedia.org/wiki/Derecho
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Justicia itinerante: El Doctor Sergio García Ramírez expresa que la itinerancia es 

un medio de favorecimiento del acceso a la justicia, de rapidez en el despacho 

jurisdiccional y de acentuada inmediación, y que implica un programa amplio, bien 

meditado y oportunamente autorizado para la realización de numerosas diligencias 

en lugares previamente determinados. 

 

MASC´s: Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias (mediación, 

conciliación, junta restaurativa, círculo). 

 

Círculos: Es el modelo mediante el cual la víctima u ofendido, la persona 

adolescente, la comunidad afectada y los operadores del Sistema de Justicia para 

Adolescentes, buscan, construyen y proponen opciones de solución a la 

controversia. Podrá utilizarse este modelo cuando se requiera la intervención de 

operadores para alcanzar un resultado restaurativo, cuando el número de 

participantes sea muy extenso o cuando la persona que facilita lo considere el 

modelo idóneo, en virtud de la controversia planteada. 

 

National Labor Relations Act: "Ley Nacional de Relaciones Laborales") llamada 

también Wagner Act ("Ley Wagner" por el senador Robert F. Wagner, que la 

promovió) es una ley federal de Estados Unidos emitida en julio de 1935 para limitar 

las reacciones de los empleadores contra los trabajadores que fundasen sindicatos, 

ofertasen colectivamente sus servicios, se unieran a huelgas, o realizaran similares 

actos de defensa de sus derechos en forma concertada, sea formando un sindicato 

o sin él. Esta Ley no resultaba aplicable a los trabajadores sujetos a regímenes 

especiales: obreros de ferrocarril, obreros agrícolas, trabajadores domésticos, 

contratistas independientes, o trabajadores del gobierno federal o estadual, 

teniendo éstos sus propias normas. 

https://es.wikipedia.org/wiki/Estados_Unidos
https://es.wikipedia.org/wiki/1935
https://es.wikipedia.org/wiki/Trabajador
https://es.wikipedia.org/wiki/Sindicato
https://es.wikipedia.org/wiki/Huelga
https://es.wikipedia.org/wiki/Ferrocarril
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 En este contexto, la corriente de la justicia alternativa busca humanizar a la 

justicia y darle un aspecto educativo y emocional, acercando a las partes que 

participan en el conflicto, responsabilizándolas sobre los motivos que originaron el 

mismo y las soluciones que le pongan fin, quitándole al estado dicha facultad clásica 

y procurando su mínima intervención, convirtiéndolo únicamente en un ente 

vigilante del cumplimiento de los acuerdos alcanzados por las mismas personas.  

 

Sin embargo, al no estar reconocido dicho principio en la en la constitución, 

se generan ambigüedades por parte de los operadores en la materia al momento 

de desarrollar los mecanismos alternativos, situación que puede afectar la 

naturaleza del derecho humano a la autocomposición y el éxito de su protección por 

parte del estado. Por lo tanto, la hipótesis de ésta tesis radica en comprobar la 

necesidad del reconocimiento del principio de mínima intervención del estado en los 

mecanismos alternativos de solución de controversias a través de su 

establecimiento en el contenido del artículo 17 de la Constitución, situación que 

generará su penetración paulatina en legislaciones secundarias. Entonces, una vez 

reconocido en el texto constitucional, se obtendrá la efectiva protección del derecho 

humano a la autocomposición, así como el cambio del paradigma social ante el 

conflicto y el establecimiento de la paz, entendida como la palanca que impulsará el 

desarrollo social y económico nacional.   

 

Entonces, con la finalidad de comprobar la hipótesis propuesta en ésta tesis, 

a continuación, se hace un estudio de la función del estado y su transformación ante 

la justicia alternativa, así como la importancia de esta última en el desarrollo de la 

humanidad hasta nuestros días, y finalmente se abordan casos prácticos en materia 

familiar, penal y fiscal, las cuales históricamente se han relacionado con la potestad 

imperativa del estado. 
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se tiene como objetivo que las personas cumplan con lo dictado en la ley debido al 

sentimiento de obediencia hacia el estado y el eventual temor a la sanción, por otra 

parte, la justicia alternativa pretende el cumplimiento de la ley debido a su efecto 

moral ejercido sobre las personas y la capacidad de las mismas para asumir 

conscientemente la responsabilidad y compromiso ante el conflicto por las 

consecuencias generadas. Es sin duda alguna un cambio bastante radical para la 

concepción de justicia y ley que hasta hace unos años era imperante. 

 

Lo cierto es que al desvincularse el ejercicio exclusivo de la justicia del 

aparato estatal se genera mayor confianza en las personas. Actualmente, los 

Centros de Justicia Alternativa trabajan paralelamente a los juzgados y tribunales, 

por lo que los usuarios de ambos servicios logran diferenciar de manera inmediata 

las virtudes o desventajas de uno y de otro. Un ejemplo de ello es que mientras en 

el juzgado la agenda de las diligencias es facultad exclusiva del juez, mismo que 

determina el día y hora sin tomar en cuenta a las partes, en los Centros de Justicia 

Alternativa son las partes las que indican la cita para las sesiones. Si bien los 

juzgados y tribunales son bastantes formales, los Centros de Justicia Alternativa 

son flexibles, ya que los usuarios son los protagonistas de la solución, no la 

autoridad 

 

Entonces, la función que el estado ha ejercido ante el auge de la justicia 

alternativa es la de reconocer el derecho de las personas a la autocomposición, es 

decir, el acceso a los mecanismos alternativos de solución de controversias, así 

como el vigilar el cumplimiento de los acuerdos, siendo facultad exclusiva de las 

partes el tipo de solución que otorgarán al conflicto. La intervención tradicional del 

estado como ente rector ante el cual se desahogaba el procedimiento judicial se ha 

venido sustituyendo por Centros de Justicia Alternativa, muchos dirigidos por el 

estado, pero que de constriñen a la no intervención en la solución, y muchos otros 

pertenecientes a instituciones civiles y particulares revestidos de dicha función, 
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obtener el fallo a su favor, con el cual se obtiene una condena o absolutoria que 

pudiera apartar más a las personas involucradas, generándose en ese momento 

una ruptura de la cual el órgano jurisdiccional se deslindará y permanecerá en las 

partes y sus seres queridos no solo en el momento, sino tiempo después e inclusive 

en generaciones venideras. 

 

Es por ello, que la justicia alternativa debe ser entendida como una parte 

autónoma e independiente a la función judicial, ya que sus bondades van más allá 

de colaborar a eliminar la saturación de los juzgados y economizar tiempos, sino 

que su objetivo va encaminado hacia la restauración social, meta bastante 

importante de alcanzar en nuestros tiempos debido a los fenómenos sociales 

contemporáneos en donde es cada vez más común percibir la deshumanización 

social. La desigualdad social generada por el sistema económico ha priorizado el 

individualismo en contra de la satisfacción de intereses colectivos, motivo por el cual 

es cada vez más común percibir los efectos de los conflictos en las sociedades 

modernas. Si bien, el conflicto es un fenómeno latente en todos y cada uno de los 

rincones del planeta, existen factores regionales que abonan a su surgimiento. En 

países sub desarrollados, por ejemplo, el implementar procedimientos alternativos 

ha sido complicado debido a la falta de educación y conciencia social encaminada 

hacia la existencia de valores fundamentales como lo es la comunicación, la 

empatía, el perdón y el compromiso. Tal pareciera, que el peor enemigo de la justicia 

alternativa en éstos países periféricos es la propia sociedad la cual carece de la 

actitud generada por dichos valores. 

 

Sin embargo, a pesar de que en nuestro país ha sido complicada la recepción 

ciudadana de la justicia alternativa, desde la década de los años noventa se 

comenzó a trabajar en la materia en diversas universidades e institutos y para que 

finalmente en los primeros años del nuevo milenio los presidentes de los tribunales 

de justicia del país comenzaron a prestarle atención a la incipiente nueva forma de 

entender alconflicto y de esta manera se iniciaran en  los estados lasprimeras 





http://www.poder-judicial-bc.gob.mx/admonjus/n28/AJ28_001.htm
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justicia alternativa, ya que su labor es sumamente importante para satisfacer los 

objetivos institucionales y sociales trazados. Ésta situación no ha sido ajena al 

campo penal, ya que es la misma legislación en la materia la cual establece los 

lineamientos que deberán seguir todos aquellos que pretendan operar la justicia 

alternativa en el sistema penal vigente en el país, estando pendiente a la fecha la 

legislación, que con motivo del decreto de fecha cinco de febrero de dos mil 

diecisiete, establezca los requisitos para las materias distintas a la penal. 

 

 Por lo tanto, la justicia alternativa es el campo de estudio que incluye a la 

mediacion, la conciliación, la junta restaurativa, círculo o cualquier otro mecanismo 

como el medio mediante el cual el especialista logrará facilitar la comunicación entre 

las partes enfocada a la construcción de un acuerdo que ponga fin a la disputa. 

 

 En este contexto se puede afirmar que la justicia alternativa arriba al marco 

nacional de manera pujante siendo la esperanza para muchos que se han 

decepcionado y han criticado la forma tradicional de impartir justicia. Las excelentes 

prácticas internacionales, además, llevan a visualizar una mejora no solo en los 

indicadores judiciales, sino en el verdadero efecto restaurador y terapéutico que 

emerge en las personas que voluntariamente participan en búsqueda de una 

solución y obtienen herramientas que les permitirán trascender en un cambio 

cultural generador de conciencia cívica, que a su vez mejora el índice de bienestar 

y satisfacción social en miras de la consolidación de la paz. 

 

2.2. El DIALOGO Y EL CONFLICTO EN LA HISTORIA DE LA HUMANIDAD. 

 

Santiago Miranzo de Mateo puntualiza que a lo largo de la Historia 

encontramos la aparición y utilización de métodos alternativos de resolución de 

conflictos como la conciliación, el arbitraje y la mediación, por distintas causas como 

















https://www.poder-judicial.go.cr/rac/index.php/nosotros/94-rac-nosotros/101-antecedentes-historicos
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 Del cuadro anterior se observa que tanto Estados Unidos de Norte América 

como Japón comparten una tradición relativamente milenaria relacionada a lo que 

hoy entendemos como justicia alternativa. Dicha circunstancia gurda lógica ya que 

el actual territorio de ambos países fue ocupado por asentamientos humanos desde 

hace millones de años, desarrollándose a lo largo de la historia diversas culturas 

que determinaron las sociedades contemporáneas. Por otra parte, si bien existen 

registros de asentamientos humanos en Costa Rica desde tiempos remotos, no fue 

hasta finales del siglo XX que se comenzaron a desarrollar los primeros 

mecanismos obteniéndose excelentes prácticas, condición que convierte al país 

centro americano en un verdadero referente actual en la materia. De esta manera, 

se puede comprobar que la antigüedad de la implementación de la justicia 

alternativa no es una limitante para lograr magníficos resultados, bastando entonces 

de disposición política para arribar a la consumación objetivos.  

 

Asimismo, es de resaltar que, debido a las condiciones sociales en Costa 

Rica, mismas que pudieron representar un obstáculo para la implementación de la 

justicia alternativa, se comenzó con la difusión del procedimiento y beneficios de la 

materia, hecho que impidió su desacreditación al momento de iniciar formalmente 

con la labor, situación que aconteció hasta 1997 mediante la promulgación de la ley 

en la materia. Por otra parte, Japón no ha tenido que pasar por ese proceso debido 

que la primera practica formal de los mecanismos alternativos aconteció hacia 1742, 

de esta forma, cada japonés ha venido naciendo en un país en el que 

tradicionalmente se ha interpuesto el dialogo a la confronta, como la manera para 

la resolución del conflicto, circunstancia que por obvias razones mejora la operación 

de la justicia alternativa en el país asiático. En este sentido, si bien los mecanismos 

alternativos aparecen en las primeras tribus asentadas en el territorio 

estadounidense, con motivo de la colonización, dichos grupos fueron segregados, 

lo que impidió que la población en general conociera de su manera de afrontar los 

problemas. Por ello, que, a partir de la aparición de la conciliación laboral en la 

nación norteamericana, se haya venido desarrollando rápidamente y expandiendo 
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a otras ramas del derecho en atención a la documentación de buenas prácticas y a 

los grandes beneficios observados, incluyendo la restauración social. Asimismo, la 

gran infraestructura educativa de Estados Unidos de Norte América ha beneficiado 

el desarrollo científico de la materia, circunstancia que ha impulsado a diversos 

países en desarrollo que buscan implementar éstas prácticas, como México. 

 

Entonces se aprecia que en cada uno de los tres casos documentados con 

antelación, las buenas prácticas de la justicia alternativa han tenido como resultado 

la solución de problemas propios de cada situación. Mientras en Estados Unidos de 

Norte América, la implementación de la justicia alternativa tuvo como resultado el 

mejoramiento de los espacios contaminados por la segregación racial, en costa rica 

ha servido para optimizar los limitados recursos del estado para la función judicial y 

además combatir la violencia. 

 

Finalmente es indispensable el puntualizar que a pesar de que la experiencia 

estadounidense y costarricense son bastante exitosas, la implementación en Japón 

alcanza niveles de bienestar casi impensables. La sociedad japonesa se ha 

acostumbrado a la paz, al dialogo y a la resolución pacífica de los conflictos, de 

manera que, según las encuestas, son muy pocos los que deciden acudir a un 

procedimiento judicial. El actual ambiente que se percibe en Japón es resultado de 

cientos de años de prácticas en esta materia, lo que deja entrever que con el paso 

del tiempo se puede generar un cambio en la conciencia de la población, algo que 

se intenta en México con las reformas que impulsan la práctica de la justicia 

alternativa. 

 

2.4. LOS MECANISMOS ALTERNATIVOS DE RESOLUCION DE 

CONTROVERSIAS EN MEXICO.  

La cosmovisión del universo para estas antiguas culturas asentadas en 

Mesoamérica los motivó a emprender conductas beligerantes hacia otros pueblos. 
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forma de juicio, las autoridades deberán privilegiar la solución del conflicto sobre los 

formalismos procedimentales 

 

También es necesario resaltar el importante cambio de paradigma que los 

mecanismos alternativos de solución de controversias le han conferido a la materia 

penal, misma en la cual se privilegian los acuerdos reparatorios en una materia que 

históricamente ha sido controversial. De esta manera, a pesar de que existe 

resistencia en México por parte de muchos estudiosos del derecho y población en 

general, los MASC´S buscan generar un cambio social y profundo sobre la 

concepción que se tiene del conflicto sea cual sea su materia. El mexicano, durante 

años ha estado acostumbrado a confrontarse en litigio, a buscar verdades absolutas 

y a no compartir la responsabilidad de los hechos. Sin duda, el resultado de la 

implementación de los MASC´S será palpable en generaciones venideras, aquellas 

que vivan profundamente este cambio educacional generador de la conciencia 

necesaria como para entender que el único camino es la paz, tal cual se concibe 

actualmente en Japón. 

 

En éste sentido, la reciente implementación de los MASC´s en México 

fomentará un cambio de conciencia social en un país tradicionalmente 

acostumbrado al conflicto. Los niveles de bienestar que se observan en el país 

asiático no son inalcanzables para México, sin embargo, para lograrlo es 

indispensable fortalecer las instituciones dedicadas a la materia, con el objetivo de 

obtener buenas practicas generadoras de confianza y compromiso por parte de la 

población. Por ello, los efectos educacionales de los mecanismos alternativos son 

indispensables para que paulatinamente las nuevas generaciones transiten hacia 

un estado de bienestar y paz social. 
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2.5.1. VOLUNTARIEDAD.  

 

El principio de voluntariedad es la pieza clave para la aplicación de cualquier 

mecanismo alternativo de solución de controversias76. Este principio permite que las 

personas involucradas en el conflicto inicien, desarrollen y concluyan el 

procedimiento sin ser coaccionados u obligados para participar o firmar el acuerdo.  

En México, el efecto que tiene dicho principio en los intervinientes, culturalmente 

acostumbrados a los medios hetero compositivos, denota la poca preparación que 

tiene la población en general hacia la concepción de formas alternas en las cuales 

son ellos mismos quienes deciden como y cuando solucionar la controversia.  

 

Normalmente, las personas acuden a las instituciones encargadas de la 

procuración e impartición de justicia de forma obligatoria, después de una citación 

o emplazamiento. Sin embargo, en la justicia alternativa se invita a las partes a que 

participen en el procedimiento, volviéndolo un acto voluntario, que si bien tiene 

implicaciones legales, carece del carácter de obligatoriedad que de momento 

pudiera incomodar a las partes. Es común, que los participantes de algún 

mecanismo alternativo de solución de controversias arriben al Centro de Justicia 

Alternativa   con muchas dudas o preguntas, relacionando de inmediato al lugar con 

un juzgado o ministerio público, sin embargo, después de escuchar la explicación 

del facilitador van adquiriendo confianza, misma que los conducirá a asistir una y 

otra vez a las sesiones hasta que finalice el mecanismo, generándose entonces la 

adhesión, característica propia de la justicia terapéutica, misma que se abordara en 

líneas subsecuentes. 

 

 

                                                           
76 Ídem.  





51 
 

principio de flexibilidad ha trascendido a jerarquía constitucional y se establece 

como la garantía de que la resolución del asunto será de manera pronta, 

satisfactoria y eficaz ante cualquier obstáculo que la autoridad pudiera oponer.  

  

 Asimismo, la flexibilidad permite que las sesiones de se desarrollen 

libremente sin existir un límite más que el impuesto entre las partes. En la mediacion 

por ejemplo solo se podrá interrumpir el procedimiento en circunstancias en las que 

su continuación sería contra los intereses de uno o más de los mediados o cuando 

todos los recursos disponibles para tal mediación se hayan gastado79. 

 

 Sin embargo, muchas veces el principio de flexibilidad es mal interpretado, 

sobre todo por los abogados quienes buscan convalidar a través de los mecanismos 

alternativos las deficiencias jurídicas que impiden el emprendimiento de la acción 

legal. Por lo tanto, el único límite a dicho principio es la legalidad, es decir, cualquier 

solicitud, actuación, propuesta o acuerdo entre las partes puede ser factible siempre 

y cuando no se violente el marco normativo aplicable. 

 

2.5.4. NEUTRALIDAD. 

 

 Como reacción natural ante el conflicto ajeno, muchas veces los seres 

humanos generan ideas y opiniones, que tienen como resultado el consejo hacia 

los involucrados, sin embargo, el facilitador debe ser ajeno a dicha conducta, por lo 

tanto deberá mantener una postura y mentalidad de no ceder a sus propias 

inclinaciones o preferencias durante todo el procedimiento de la mediación.80 

 

                                                           
79Ibídem. P.4 
80 Ibídem. P.5  
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 Normalmente, alguno de los participantes en los mecanismos alternativos de 

solución de controversias busca aliarse con el facilitador, emitiendo preguntas como 

¿Usted qué haría? ¿verdad que está mal? ¿No le va a decir nada?, etc. dichos 

cuestionamientos deben ser evadidos por el facilitador quien buscará la manera de 

mantenerse ajeno de externar alguna opinión propia que pudiera generar un cambio 

en cuanto el desarrollo de la sesión y por lo tanto su resultado. Desde este principio, 

el mediador sustrae sus puntos de vista relacionados con el conflicto, a fin de evitar 

inducir las conclusiones a que deban llegar los mediados. Así ayuda a los mediados 

a arribar a sus propios acuerdos, absteniéndose de emitir juicios, opiniones o 

soluciones sobre los asuntos tratados y respetando las decisiones que adopten los 

mediados81. 

 

 

2.5.5. IMPARCIALIDAD 

 

 El principio de imparcialidad es fundamental para entender la naturaleza de 

los mecanismos alternativos de solución de controversias, ya que el papel del 

facilitador no es en ningún momento el anticipar alguna pena o condena, sino que 

deberá conducir la sesión manteniéndose alejado de inclinarse a favor de los 

intereses de alguna de las partes. Entonces, este principio se satisface cuando el 

facilitador actúa libre de favoritismos y prejuicios en su relación con las personas y 

los resultados del conflicto, tratándolas con absoluta objetividad y sin hacer 

referencia alguna82. 

 

 Mantener dicho principio para alguien que no está debidamente capacitado 

puede ser complicado. Al igual que sucede con la neutralidad, naturalmente el ser 

                                                           
81 Ídem.  
82 Ídem. 















59 
 

encuentran a la vanguardia en cuanto la capacitación y certificación de sus 

facilitadores, circunstancia que se observa en el grado de eficiencia de sus Centros 

de Justicia Alternativa. Puebla, por ejemplo, alcanzó el 94% de eficiencia en cuanto 

el alcance de acuerdos de conflictos planteados95, colocándose como el mejor del 

país.  

 

Entonces, una de las ventajas propias de nuestra época es la universalidad 

y democratización del conocimiento, gracias al acceso a la tecnología y medios 

electrónicos, están a disposición de la humanidad un gran número de textos y 

artículos que cultivan el ser y confieren de herramientas a las personas para ejercer 

su actividad de una manera profesional y perfectible en todo momento. Por lo tanto, 

al igual que los principios aquí expuestos, el de mínima intervención del estado, 

mismo que es reconocido en diversas materias del derecho, tal cual es la familiar o 

penal, debe ser estudiado e incorporado a la justicia alternativa, ya que se encuentra 

intrínseco en cada procedimiento, pero a pesar de ésta situación, a la fecha no se 

ha explorado y documentado en el tema, aunado al hecho que no  se ha capacitado 

a los operadores sobre su importancia y la forma mediante la cual se deberá aplicar 

al momento de emprender el mecanismo. Es por ello la importancia de establecer 

mediante este trabajo la forma mediante la cual dicho principio debe ser reconocido 

y aplicado por cada facilitador dedicado a servir de puente de comunicación entre 

las partes. 

CAPITULO III 

ANALISIS POR MATERIAS. 

3.1. LOS MECANISMOS ALTERNATIVOS DE SOLUCION DE CONTROVERSIAS 

EN MATERIA FAMILIAR. 

 Mucho antes de la identificación del derecho familiar como parte de la ciencia 

jurídica y el establecimiento de juzgados y tribunales especializados en la materia, 

                                                           
95 Página web: http://www.e-consulta.com/nota/2017-12-14/sociedad/reclama-flores-toledano-gali-y-al-
congreso-mas-presupuesto. Consultado el 10 de Abril de 2014. 

http://www.e-consulta.com/nota/2017-12-14/sociedad/reclama-flores-toledano-gali-y-al-congreso-mas-presupuesto
http://www.e-consulta.com/nota/2017-12-14/sociedad/reclama-flores-toledano-gali-y-al-congreso-mas-presupuesto
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3.1.3 CASO PRACTICO: GUARDA Y CUSTODIA, VISITA Y CONVIVENCIA, 

ALIMENTOS. 

 

 Una de las virtudes fundamentales de la justicia alternativa recae en la 

flexibilidad de su procedimiento. Dicha circunstancia operó en el expediente 

1944/2016 del Distrito Judicial de Cholula, Puebla, en la cual padre y madre se 

vieron involucrados en un pleito legal bastante desgastante para ambas partes.  

Durante meses, las partes se enfrascaron en una contienda judicial bastante 

influenciada por los abogados de cada una de las partes, los cuales mas allá de 

obtener como beneficio el buen funcionamiento familiar a pesar de la separación de 

los padres, se dedicaron a ventilar ante el juez una serie de calumnias destinadas 

a obtener el fallo a su favor, pero que a su vez hicieron la brecha entre padre y 

madre más grande. 

 

 El padre, llevaba ya más de un año de no convivir con sus hijas, las cuales 

además no estaban asistiendo a la escuela debido a que la madre no contaba con 

el dinero suficiente para mantener el nivel de vida que tenían desde su nacimiento. 

Asimismo, debido a que la madre tiene ciudadanía extranjera, la embajada de dicho 

país ejerció bastante presión al juez para que resolviera cuanto antes la situación, 

sin embargo, dicha petición se volvía imposible debido a que los abogados de las 

contrapartes, como ya se ha mencionado, se dedicaron a alentar el fuego del 

conflicto. 

 

 Tal vez como un acto de desesperación, debido a lo enredado y complejo 

que se había vuelto el asunto, con fundamento en el artículo 17 constitucional el 

juez optó por buscar la resolución del conflicto más allá de formalismos 

innecesarios, por lo que giró oficio al Centro de Justicia Alternativa del Poder Judicial 

del Estado de Puebla con la finalidad de que tuviera intervención. 
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si el conflicto de naturaleza fiscal es susceptibilidad de ser resuelto mediante el 

acuerdo conclusivo, sin embargo, el principio de voluntariedad, propio de los 

mecanismos alternativos, pudiera ser violentado por el inadecuado análisis de la 

controversia. Por lo tanto, si la autoridad de la PRODECON actúa de manera 

inadecuada y decide, sin contar con argumentos válidos, no someter la controversia 

al procedimiento de acuerdo conclusivo, se violentaría el derecho del contribuyente 

para acceder a la justicia alternativa, consagrado en el artículo 17 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, situación que podría ser vertida como 

concepto de violación mediante la interposición del amparo indirecto, toda vez que 

el mismo Código Fiscal de la Federación establece que las resoluciones dictadas 

dentro de dicho procedimiento son irrecurribles.  

 

Una vez que la PRODECON se pronuncie sobre la procedencia del 

procedimiento de acuerdo conclusivo, se tendrán veinte días para realizar las 

negociaciones organizadas en mesas de trabajo con la finalidad de concluir la 

controversia a través de la firma del acuerdo en el cual se estampará la firma del 

contribuyente,  la autoridad revisora y la procuraduría125.Asimismo, a pesar de que 

el acuerdo conclusivo es un mecanismo alternativo de solución de controversias, es 

difícil distinguir si se trata de una mediacion o conciliación,  debido a que la ley en 

ningún momento establece que la procuraduría, a través de un especialista en la 

materia, facilitará el acuerdo de las partes. Por lo tanto, el papel de la PRODECON 

únicamente será el de servir como enlace entre ambas partes, pero no intervendrá 

durante las negociaciones, de tal manera que la solución de la controversia 

dependerá única y exclusivamente de las involucrados. 

 

En este sentido, la omisión legislativa consistente en la falta de incorporación 

de la metodología del procedimiento, concede a las partes incertidumbre sobre la 

legalidad del acuerdo, ya que no se establecen las condiciones que deberán 

                                                           
125 Ibídem. Articulo 69-E. 
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prevalecer durante aquellos veinte días en los que las partes negociarán para llegar 

al acuerdo. Asimismo, las legislaciones de todas aquellas materias en las cuales se 

han incorporado procedimientos alternativos han abundado sobre la función del 

facilitador y los requisitos para su operación, debiendo aprobar incluso su 

certificación; sin embargo, para la materia fiscal no se ha determinado en sí quienes 

son los encargados de conducir las negociaciones entre las partes hacia el acuerdo 

conclusivo. Dicha característica confiere flexibilidad al procedimiento, lo cual es 

bastante benevolente desde el punto de vista utilitarista, ya que al no contar con 

rigorismos legales y método estricto se pueden realizar diversas acciones 

encaminadas a obtener resultados positivos sin caer en trabas innecesarias, sin 

embargo, también es una deficiencia, ya que no se tiene certeza sobre la legalidad 

del mismo. Es decir, su mayor virtud, también puede ser su mayor deficiencia, 

debido a que por una parte se prioriza el acuerdo, pero por otra, no se establecen 

los requisitos para la validez del procedimiento. 

  

Ahora bien, a pesar de que el artículo 69-G del Código Fiscal de la 

Federación establece que no procederá medio de defensa alguno en contra del 

mismo y la autoridad no podrá desconocer hechos u omisiones sobre los que haya 

versado el acuerdo, esto no significa que dicho acto no pueda estar afectado de 

nulidad en cuanto al procedimiento que dio origen al mismo  o incluso por contener 

algún vicio del consentimiento (error, dolo, mala fe, estado de necesidad) con el que 

se consagraría un atentado al principio de voluntariedad. Por este motivo, es 

evidente que conforme se vayan documentando las primeras prácticas en la 

materia, surgirá la necesidad de incorporar en la ley la metodología y requisitos con 

los cuales se deberá operar dicho mecanismo alternativo de solución de 

controversias. 

 

Por otra parte, un principio bastante importante que se obtiene de las 

legislaciones en diversas materias que contemplan la justicia alternativa es el de 

confidencialidad. Dicho principio se constituye como uno de los pilares 







http://www.prodecon.gob.mx/Documentos/Cultura%20Contributiva/publicaciones/defensa-del-contribuyente/files/downloads/todo_loq_contribuyente_julio27%5B4%5D.pdf
http://www.prodecon.gob.mx/Documentos/Cultura%20Contributiva/publicaciones/defensa-del-contribuyente/files/downloads/todo_loq_contribuyente_julio27%5B4%5D.pdf

































